Carátula 


COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


(Sesión celebrada el día 4 de junio de 2019). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:42). 

—Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente). 


«Carpeta n.* 1328/2019. Pases en comisión. Se modifica el régimen jurídico. Proyecto de ley 
con exposición de motivos presentado por las señoras senadoras Patricia Ayala, Sandra Lazo e Ivonne 
Passada y los señores senadores Charles Carrera, Daniel Garín y Ruben Martínez Huelmo. 
(Distribuido n.* 2399/2019)». 


SEÑOR CARRERA.- En cuanto a la Carpeta n.* 2394/2019 que hace referencia a modificaciones al 
régimen jurídico de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, la Cámara 
de Representantes le hizo apenas una pequeña modificación que eleva el número de pases en 
comisión de diez a quince. Como somos tercera cámara, la bancada oficialista solicita darle trámite 
para llevar este proyecto de ley al plenario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor senador Carrera plantea incorporar al orden del día de hoy el 
tratamiento del proyecto de ley que modifica la Ley n* 18466. Además, anuncia la disposición de la 
bancada oficialista de aprobar las modificaciones y la voluntad de hacerlo con el propósito de que se 
incluya en el orden del día de la próxima sesión del Senado. 


SEÑOR HEBER.- He venido insistiendo en que debe haber un pronunciamiento en cuanto a los 
proyectos de ley sobre legítima defensa presunta porque es una reivindicación sindical. Nos parece 
importante que lo tratemos en algún momento. 


Asimismo, no me opongo a que se introduzcan otros proyectos de ley, sobre todo si vienen 
con media sanción de la Cámara de Representantes. Aunque pueden ser polémicos, estamos 
dispuestos a dar nuestra opinión. 


SEÑOR MICHELINI.- La cuestión es que este tema ya se discutió, pasó a la Cámara de 
Representantes y esta le hizo un solo cambio, que es el que está en discusión. Se puede estar a favor 
o en contra y esta Cámara tiene que decir sí o no, pero no da para mucha reflexión. Se aumentó el 
número de pases en comisión de diez a quince. Nos parece que hay que aceptar la modificación y 
laudar al respecto. 


SEÑORA EGUILUZ.- Como bien decía el señor senador preopinante, el proyecto de ley fue aprobado 
en la Cámara de Representantes con todas las modificaciones que se habían hecho en el Senado. En 
realidad, no hubo modificaciones mayores. Al recibir a la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo se planteó el tema de la necesidad operativa de estos pases y por eso el 
proyecto de ley volvió al Senado como tercera cámara. Entendemos que es una modificación que va a 
ser necesaria para la operativa y el funcionamiento de la institución. 


SEÑOR CARRERA.- Para el día de hoy ya teníamos una agenda de trabajo, que consistía en tratar el 
proyecto de ley sobre declaraciones juradas de los funcionarios públicos. El señor senador Vassallo ha 
estado trabajando muchísimo en ese sentido y ha traído una propuesta. Creo que para aprobar este 
proyecto de ley solo hace falta aceptar las modificaciones que realizó la Cámara de Representantes. 


Por otra parte, me parece que no estamos cumpliendo con nuestra función, que es la función 
legislativa. Además, en estos momentos electorales es muy importante que demostremos que estamos 


cumpliendo con el rol que nos dio la ciudadanía. Nos parece que es importante tratar estos proyectos 
de ley en el día de hoy para que pasen al plenario. 


SEÑORA MOREIRA.- Quisiera aclarar cómo sería el procedimiento de aceptar —o no- las 
modificaciones introducidas por la Cámara de Representantes. La bancada del Frente Amplio está en 
condiciones de votar, al igual que la bancada del Partido Colorado. La pregunta es si el Partido 
Nacional y el Partido Independiente están en condiciones de aceptar las modificaciones hoy porque, si 
así fuera, podríamos pasar el proyecto de ley para la sesión del próximo martes. En la comisión 
interpartidaria se resolvió acumular todos los asuntos el martes y cancelar la sesión del miércoles de la 
semana que viene. 


Por lo tanto, tendríamos que votarlo hoy para que pueda entrar en la sesión del próximo 
martes, ya que la sesión del miércoles se cancelaría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley que modifica 
la Ley n.” 18466, con los cambios que propone la Cámara de Representantes. 


(Se vota). 
—7 en 9. Afirmativa. 
SEÑORA AYALA.- Proponemos como miembro informante a la señora senadora Moreira. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
-8 en 9. Afirmativa. 


Continuamos con el tratamiento del proyecto de ley sobre declaraciones juradas de 
funcionarios públicos, que modifica la Ley n.* 17060. 


Habían quedado desglosados los artículos 3.*, 4.9, 5.9, 6.2 y 7.%. El artículo 4.2 comprende los 
artículos 12, 12 bis, 13, 14, 15, 16, 17 —del que se desglosaron literales— y 19 de la ley. 


Deberíamos comenzar por la consideración del artículo 3.”. 


SEÑOR VASSALLO..- En vista de que habíamos tenido dificultades para avanzar en el tratamiento de 
este proyecto y prestando atención a todos los comentarios y las observaciones que se hicieron, 
estuvimos trabajando en algunos de los artículos que nos parecían más complejos o que requerían un 
ajuste mayor. Junto al señor senador Carrera —y en consulta, pero más parcial, con otros senadores de 
la bancada oficialista- traemos un borrador, una propuesta para ser considerada, que fue repartida a 
todos los señores senadores. Esta propuesta refiere al artículo 1. del proyecto de ley, que abarca los 
artículos 11, 12, 13 y 14 de la ley original, y, además, agrega un artículo 11 bis. 


En cuanto al artículo 11, la propuesta retoma el artículo 11 original y agrega los literales 
incorporados —que no estaban en la ley original—, a los efectos de que quede completa e íntegra la lista 
de todos los funcionarios o las personas a las que alcanza el artículo 11 de la ley original. 


Lo que hemos puesto como artículo 12 contiene un artículo 11 bis, en el que se incluye a los 
ciudadanos del sector privado. 


Después podemos leer la propuesta; estoy tratando de dar una explicación simple y global. 


El artículo 12 diferencia las dos partes de la declaración jurada, es decir, la que llamaríamos 
parte reservada y la parte de síntesis o abierta. 


El artículo 13 establece qué se publica de las declaraciones juradas y, en todo caso, de 
quiénes. 


Por último, el artículo 14 refiere a las funciones que tiene la Jutep con relación a este tema. 


Como son cuatro páginas y media, no me pareció pertinente leerlas. Pongo en consideración 
de los señores senadores este trabajo, que naturalmente es un borrador y, si bien lo mandé por correo 
electrónico, de manera informal, a todos los miembros de la comisión —para que no fuera sorpresivo en 
la actividad de hoy, este es el ámbito para su discusión. 


SEÑOR CARRERA.- La bancada oficialista estima que es importante concluir el tratamiento de este 
proyecto de ley en el día de hoy. Ya recibimos a los invitados y entendemos que en el ámbito de la 
comisión se aportó muchísimo a la discusión. 


En cuanto a la técnica legislativa, es importante lo que señalaba el señor senador Vassallo 
en el sentido de dejar claro en el artículo 11 cuáles son los funcionarios obligados. 


De la Cámara de Representantes vino por acuerdo el artículo 11 bis, relativo a los organismos 
privados. Como bancada oficialista consideramos que es importante, cuando se tratan estos temas — 
esto va por el lado de la prevención—, acotarlo. En consulta realizada a la Agencia de Compras y 
Contrataciones del Estado, vemos que en el Sistema Nacional Integrado de Salud están comprendidas 
42 entidades y, en el caso de los licenciatarios o concesionarios de obra pública o servicios —corrijame 
si me equivoco, señor senador Vassallo—, lo están alrededor de 168. De esta manera, estamos 
acotando bastante —unos 200 privados— y damos una señal de prevención, porque cuando hablamos 
de corrupción pública hay alguien que incentiva. En ese caso es el privado y nos parece importante dar 
un mensaje en ese sentido. 


Nosotros estuvimos haciendo consultas sobre el proyecto original, que fue presentado por las 
anteriores autoridades de la Jutep entre las que se encontraban el doctor Yarzábal, el doctor Montero y 
el doctor Suárez de Lima, que fueron quienes lo incentivaron con esta lógica y nos parece importante 
mantenerla. Queremos dejar claro que se trata de dos situaciones jurídicas diferentes: una es la de los 
funcionarios públicos alcanzados por el artículo 11 y la otra es la que está contemplada en el artículo 11 
bis propuesto. 


Otro aspecto importante propuesto por el señor senador Vassallo es hacer una distinción entre 
la parte reservada y la parte abierta a la Jutep. 


En cuanto al artículo 13, llegamos a un buen acuerdo político. No serían más de mil cargos a 
nivel nacional; es más, creo que serían muchos menos. Me refiero al tema de la publicidad de las 
declaraciones juradas, que es el meollo de la discusión. Nosotros proponemos que las declaraciones 
juradas del presidente, vicepresidente, senadores, representantes nacionales, ministros de Estado, 
subsecretarios, directores generales de secretaría, ministros de la Suprema Corte de Justicia, de la 
Corte Electoral, del Tribunal de Cuentas, del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, directores de 
entes autónomos y servicios descentralizados, intendentes departamentales, secretarios generales de 
las intendencias departamentales y alcaldes sean abiertas. De esa manera, estamos acotando a que 
sea para los cargos políticos y de particular confianza de mayor relevancia en el Estado, que son los 
que manejan la mayor cantidad de recursos financieros y públicos. 


SEÑOR MICHELINI.- Una vez que asumieron. 


SEÑOR CARRERA.- Claramente. Me parece que eso es importante y es un acuerdo que queremos 
proponer como bancada oficialista al resto de los integrantes de la comisión porque así cumplimos con 
una de las metas que nos propusimos el año pasado, que era en la Cámara de Representantes votar la 
ley de las declaraciones juradas públicas con estas modificaciones al régimen de la Jutep, un régimen 
de rendición de cuentas de viáticos que tenemos en la Comisión de Presupuesto, y nosotros votamos 
tres leyes, que eran el Código de Ética en la Función Pública, la creación del delito de enriquecimiento 
ilícito y un proyecto que había presentado el señor senador Mieres de asegurar los fondos para los 
peritajes. 


Creo que eso cumple con el gran acuerdo político que hicimos en su momento. Me parece 
que la comisión trabajó al respecto, y ese es el aporte que queremos hacer como bancada oficialista 
porque es la base de la discusión y también para ir aprobando proyectos y luego ponernos de acuerdo 
sobre qué otros vamos a discutir. 


Muchas gracias. 


SEÑOR HEBER.- En cuanto al artículo 1.*%, me parece que alcanza y acota el universo a fin de que no 
sea obligatorio para los trescientos mil funcionarios públicos que existen. Considero que eso está bien. 


Quisiera escuchar comentarios acerca de la necesidad de incursionar en los artículos 11 bis 
O 2. y la de tener declaraciones juradas de entidades comprendidas en el Sistema Nacional Integrado 
de Salud, los licenciatarios y concesionarios, así como los organismos privados que manejan fondos 
públicos y administran bienes del Estado. Ese es el inconveniente que encuentro porque la 
obligatoriedad de la declaración jurada es diferente al hecho de que mañana pueda existir una 
situación irregular en la que no solamente el funcionario público esté involucrado, sino que también 
pueda estarlo el privado. Sin embargo, eso no se desprende de la necesidad de que quienes estén en 
la actividad privada hagan una declaración jurada, aunque sean solamente doscientas o trescientas 
personas o entidades. Me parece que incursionamos en un área que no es la que corresponde. 


Por lo tanto, me gustaría escuchar algún argumento en el que se vea la necesidad de 
incursionar en el sector privado. 


Estoy de acuerdo en lo que refiere al contenido, a que haya una parte reservada y otra 
pública, y también acerca de la necesidad de la publicidad de las declaraciones que establece el 
artículo 13. Luego analizaremos el sistema por el que la Jutep controla esta situación, pero ese es otro 
capítulo. 


Debo señalar, a priori, que coincido bastante con lo que se establece en este proyecto de ley, 
salvo en el artículo 11 bis o en el 2.”. Reitero, me gustaría escuchar argumentos que me convenzan 
sobre la necesidad de incursionar en declaraciones juradas en el sector privado, que es parte 
integrante de la reserva de quienes, en definitiva, están al frente de esas empresas. 


SEÑOR MIERES.- Creo que se ha hecho un trabajo importante para tratar de llegar a una solución en 
los distintos asuntos. Quisiera formular algunas observaciones o consultas. 


Nosotros ratificamos que no vamos a acompañar las excepciones sobre los funcionarios del 
Ministerio del Interior —ya lo habíamos manifestado anteriormente— porque consideramos que no 
deberían exceptuarse. Es un área muy sensible y actualmente están alcanzados por el deber de la 
declaración. Por lo tanto, no me parece que debamos reducir el alcance de la norma. 


En segundo lugar, en cuanto al segundo inciso del literal U) del artículo 11, me gustaría 
entender qué establece cuando se refiere a «las personas físicas que ejerzan funciones o presten 
servicios personales del tipo de los indicados en los literales F), N) y P), en empresas privadas ya 
creadas o adquiridas por los organismos públicos». Quisiera saber a qué se refiere este inciso y cuáles 
son los casos alcanzados porque no parece razonable que esté vinculado al literal U) ya que no tiene 
nada que ver con él. En todo caso, deberían ir en otro literal. 


Con respecto al artículo 2.*, el 11 bis, tengo la misma preocupación que el senador Heber, 
incluso por el nomen ¡uris del proyecto de ley. Son declaraciones juradas de funcionarios públicos y 
funcionarios que no están regidos por el derecho público pero que están administrando empresas 
privadas conexas o vinculadas a empresas públicas. Entonces, con relación a esta cuestión de las 
entidades comprendidas en el Sistema Nacional Integrado de Salud y licenciatarios o concesionarios 
de obra pública, por lo menos en esta oportunidad, no me parece adecuado incorporarlas. 


Con relación al tercer literal, el literal C), nosotros habíamos planteado que estuviera incluido 
dentro del literal F) del artículo 11 porque, en realidad, estamos hablando de ese tipo de situaciones. 
Están vinculados a las personas públicas no estatales, empresas privadas pertenecientes 
mayoritariamente a organismos públicos, y habría que agregar: «Organismos privados que manejan 
fondos públicos o administran bienes del Estado, bajo cualquier título o modalidad [...]». A mi juicio, 
este debería ir como segundo inciso del literal F) del artículo 11. En principio, con relación a los dos 
primeros literales, a nosotros no nos parece bueno incorporarlos. 


Por lo demás, estamos totalmente en línea con el alcance de la publicidad de las 
declaraciones. Voy a mencionar un detalle de forma: en el artículo 14 debería decir «la Junta de 
Transparencia y Etica Pública»; pero ese es un detalle estrictamente de redacción. 


Gracias, señor presidente. 


SEÑOR VASSALLO.- Tenemos dos tipos de observaciones. 


En algunas hay que identificar cuál es el lugar más correcto para colocar algunos de los ítems, 
y en otras hay una cuestión más conceptual, que es hasta dónde vamos o no con la ley que está en 
discusión. 


En el caso del Ministerio del Interior, que está incluido en el artículo 11 tradicional —acá es 
artículo 1.” en el que se sustituye el 11—, específicamente en el literal S) se refiere a los funcionarios no 
incluidos en los incisos anteriores. En los incisos anteriores hay una serie de funcionarios que son los 
de mayor jerarquía, que están mencionados y vale para ellos también, con las excepciones que por el 
bajo nivel de riesgo establezca la reglamentación. El problema es que en el Ministerio del Interior son 
unos miles de funcionarios muy importantes, y en la comisión se había explicitado que si uno tiene una 
cantidad de funcionarios con muy bajo riesgo, porque tienen funciones muy acotadas o secundarias, 
incluir un número muy grande de declaraciones de ese tipo hace más farragoso poder seguir el 
conjunto de las declaraciones, estudiarlas y analizarlas. Parecía que con eso disminuía un poco el 
volumen de declaraciones; en definitiva, después se guardan y la Jutep no tiene condiciones para 
estudiarlas, ni analizarlas, ni saber si se ha cometido algún dolo. 


En cuanto al artículo 11 bis, en primer lugar, se trata de una incorporación que viene de la 
Cámara de Representantes, que está votada. Lo estamos discutiendo y, naturalmente, podrá ser 
modificada. Me parece que en este tema hay dos razones sustantivas. La primera es que si existe 
corrupción en el Estado y entre los funcionarios públicos ocurre como en el baile: hay dos involucrados. 
Muchas veces la corrupción se inicia desde el sector privado. Obviamente, uno no puede controlar todo 
el sector privado, ni hacer de gran hermano; no se trata de eso, sino de ver aquellas situaciones 
potencialmente más riesgosas. 


La segunda razón refiere a sectores de empresas privadas que manejan recursos públicos 
de manera importante. En definitiva, sería una forma complementaria de contribuir a controlar el buen 
uso de los recursos públicos. Esos son los dos argumentos que considero sustanciales, a pesar de que 
se puede agregar algún otro. 


Reitero que no se puede generar un gran hermano que controle todo, sino solamente 
algunos casos. Por ejemplo, dentro del Sistema Nacional Integrado de Salud, se manejan los recursos 
correspondientes a los aportes de todos los trabajadores del país y de las empresas; se trata de un 
bien público para llevar adelante la atención de la salud. El punto central sería controlar no solo el 
funcionamiento del Sistema Nacional Integrado de Salud, sino también el uso de los recursos. Dado 
que la salud cada vez es más costosa —todos lo sabemos- y que tenemos un país envejecido, con todo 
lo que ello conlleva, hay que controlar fuertemente cómo se usan estos recursos para evitar su mal 
Uso. 


En cuanto a los licenciatarios o concesionarios de obra pública se establece un monto 
mínimo, que es el doble de lo que se exige para la licitación pública. Sabido es que los organismos 
públicos deben realizar licitaciones para contratar o comprar servicios y para ello se establece un 
monto mínimo. Acá se determina el doble de dicho monto como forma de limitar a quienes el Estado 
les compra servicios o licita obra pública. 


Me parece que el literal C) del artículo 2? va en la misma dirección y se refiere a organismos 
privados. A mi juicio, lo que allí se plantea no se corresponde exactamente con lo que establece el 
literal F) que hace referencia a «Presidentes, Directores, Directores Generales o miembros de los 
órganos directivos de las personas públicas no estatales, de empresas privadas pertenecientes 
mayoritariamente a organismos públicos y delegados estatales en las empresas de economía mixta». 


La última parte del segundo inciso del literal U) se refiere nuevamente a las personas físicas 
mencionadas en el literal F) que ejercen funciones o presten servicios dentro de empresas que, si bien 
tienen una actividad privada, son de organismos públicos. En este país tenemos algunos casos muy 
conocidos como, por ejemplo, el de ALUR. A eso se refiere y no es exactamente la misma situación. 


SEÑOR CARRERA.- Nosotros compartimos en todo lo manifestado por el señor senador Vassallo, 
pero también queremos reivindicar el acuerdo político que viene de la Cámara de Representantes. Este 
proyecto fue muy discutido en ese ámbito en su momento, y creemos que es importante votar y dar 
señales. Además, cuando se procede de esta forma, también se dan señales de defensa de la política. 
En este caso estuvimos acotando el alcance de la norma, porque, como decía el señor senador 


Vassallo, no estamos de acuerdo con crear un gran hermano, pero sí consideramos que las hipótesis 
que está planteando el artículo 11 bis refieren a situaciones en las cuales se manejan muchos fondos 
públicos. Entonces, creemos que es importante dar una señal en el sentido de la prevención. 


El mundo va por este lado e, incluso, ha llegado mucho más allá que esto. Nosotros estamos 
actualizando una norma que tiene muchos años. En su momento, en 1998, se aprobó la ley cristal, que 
luego ha venido evolucionando, pero creo que la evolución tiene que ser mucho mayor. Es lo que 
podemos acordar hoy. 


Las hipótesis del artículo 11 bis corresponden a dos situaciones bien diferentes y por eso 
queremos plantear un artículo distinto. La bancada oficialista ha hecho un trabajo, ha llevado adelante 
el debate que se ha venido dando en esta comisión, pero también hay un momento en que tenemos 
que tratar de llegar a una síntesis. Hicimos estudios, planteamos consultas, averiguamos con la 
agencia de compras del Estado, y son 210 hipótesis: 42 instituciones que integran el Sistema Nacional 
Integrado de Salud y 168 licenciatarios o concesionarios de obras o de servicios. Me parece que 
también es importante destacar esto. 


En su momento fuimos los promotores de que todos los funcionarios del Ministerio del 
Interior fueran abarcados, pero la hipótesis que estamos proponiendo ahora es la de aquellos que 
están bajo riesgo. Estamos hablando de un número importante, porque hay una gran rotación en este 
caso. Durante el año se cesan y se retiran muchísimas personas. No existe razón para exigirle una 
declaración jurada a un zafral que va a estar en un puesto de migraciones durante 90 días. De igual 
manera, no tiene sentido plantear esta exigencia cuando la persona comienza a formarse, sino a partir 
de que comienza a ejercer funciones. Lo mismo sucede con los becarios, que no están en contacto 
directo con los temas de seguridad pública. De manera que creemos que esta propuesta, que viene 
directamente del contador Gil y de las otras autoridades de la Jutep, va por el lado correcto cuando 
plantea situaciones de bajo nivel de riesgo. Cuando la ley se vaya a reglamentar —este es un tema que 
estuvimos discutiendo—, va a especificar esas hipótesis de zafrales, de eventuales, de personas que 
van a estar vinculadas por un corto plazo. 


En definitiva, nosotros vamos a acompañar esta propuesta, porque creemos que es 
importante y da señales de defensa del sistema político cuando existen cuestionamientos. Además, 
insisto, está en el contexto de ese conjunto de proyectos de ley que promovimos juntos, porque 
surgieron a partir de diálogos que mantuvimos el año pasado. En ese sentido, después tendremos que 
reclamar también a la Cámara de Representantes que dé trámite al código de ética. Como dijo en su 
oportunidad el contador Gil Iribarne, si este sistema de declaraciones juradas no tiene como contracara 
el delito de enriquecimiento ilícito, no tiene razón de ser. 


SEÑOR MIERES.- Señor presidente: tengo identificadas tres diferencias, dos conceptuales y una más 
de tipo técnico. 


Voy a empezar por la de tipo técnico, ya que tiene que ver con el segundo inciso del literal U), 
o párrafo final del artículo 11, como quieran llamarle. Me parece que ese inciso, en el caso del literal F) 
es absolutamente redundante. Obsérvese que se habla de las personas físicas que ejerzan funciones o 
presten servicios personales del tipo de los indicados en los F, N y P, en empresas privadas ya sea 
creadas o adquiridas por organismos públicos. Al mismo tiempo, en el literal F) se dispone que están 
comprendidos en la norma, presidentes, directores, directores generales o miembros de los órganos 
directivos de las personas públicas no estatales, de empresas privadas, etcétera, lo que significa que 
ya están incluidos. Por tanto, hay una redundancia porque en el literal U) ya se habla de empresas 
privadas y en el F) también se hace referencia a este tipo de empresas, pues se menciona a 
presidentes, directores, directores general o miembros de los órganos directivos de las personas 
públicas no estatales, de empresas privadas pertenecientes mayoritariamente a organismos públicos. 


SEÑOR VASSALLO.- Entiendo que el planteo del señor senador Mieres es parcialmente cierto; admito 
que el texto tiene algo de redundante. Ahora bien, hay una parte del segundo párrafo del literal U) que 
hace referencia a empresas privadas ya creadas o adquiridas, pero también las que se creen en el 
futuro. Me parece que de este modo se prevé ese tema. Simplemente quería aclarar que eso no figura 
en el texto anterior. 


SEÑOR MIERES.- Con todo respeto, cuando en el literal F) se hace referencia a las empresas 
privadas pertenecientes mayoritariamente a organismos públicos, obviamente, debemos entender que, 
si en el futuro las empresas públicas adquieren otras empresas privadas, serán alcanzadas por esta 
esta norma. En mi opinión, no es necesario hacer referencia a lo que ocurra en el futuro para cada 


caso. La norma está fija y se aplica en todo el proceso. Es decir, si en el futuro hay nuevas empresas 
privadas pertenecientes mayoritariamente a organismos públicos, estarán comprendidas en el literal F). 


O sea que es claramente redundante la referencia al literal F en el inciso que nos ocupa. 


Con respecto al literal N), en el que se habla de directores de proyectos, gerentes, jefes de 
compras y ordenadores de gastos y de pagos de los organismos públicos cualquiera sea la 
denominación de su cargo, el alcance de la norma se extiende a empresas privadas. En ese caso, ¿se 
va a pedir la declaración jurada a todos estos funcionarios de las empresas privadas creadas o 
adquiridas por los organismos públicos? Pienso que está bien, pero agreguémoslo en el literal N). 
Dicho de otro modo, este párrafo final no es necesario y el texto quedaría más ordenado si en los 
literales N) y P), que tienen que ver con funcionarios que realicen funciones inspectivas, se agregara la 
referencia a empresas privadas, pues además ya están en el F). Entiendo que este párrafo final, que 
se entremezcla con el literal U) que refiere a los candidatos a la presidencia y vicepresidencia, no tiene 
nada que ver. Por eso, como dije antes, me parece que quedaría más prolijo y, en definitiva, es un 
tema de técnica legislativa. 


Pero tengo dos diferencias conceptuales: una con respecto a los funcionarios del Ministerio 
del Interior y la otra —que se vuelve cada vez más preocupante-— tiene que ver con el artículo 11 bis, 
porque el literal C) comprende mucho más que los doscientos y pico de funcionarios que mencionó el 
señor senador Carrera. En realidad, son todos los organismos privados que manejan fondos públicos o 
administran bienes del Estado bajo cualquier título o modalidad, a lo que se agrega que la 
reglamentación —es decir, el Poder Ejecutivo— determinará para el caso de este literal a partir de qué 
monto, evaluación, todo lo cual no lo podría esconder la central de compras, que contestó sobre el A) y 
el B), pero el C) es todo lo demás. De este modo, todo actor privado que maneje algún tipo de dineros 
públicos tendrá que presentar declaración jurada. Este tema está fuera del proyecto de ley ya que 
refiere a funcionarios públicos y a funcionarios de empresas privadas vinculadas a instituciones 
públicas. Me gustaría saber, además, si existe legislación comparada sobre esto, si se ha estudiado, si 
en el resto del mundo los equivalentes a la Jutep tienen potestades para reclamar declaraciones 
juradas de todos estos actores del sector privado. En todo caso, entiendo que debería ser materia de 
una norma específica si algún senador entiende que deberíamos incursionar en ese ámbito. 


Me da la impresión de que estamos entrando en una lógica de gran hermano, porque se 
genera una dinámica que no me parece correcta. Soy partidario de que las declaraciones juradas sean 
públicas y se abarque a muchos más funcionarios que ahora. Me parece bueno lo relativo a la parte 
reservada y a la parte abierta porque previene situaciones riesgosas. En definitiva, el literal C) hace 
una extensión absoluta por la vía residual de todo organismo privado que maneje fondos públicos y da 
al Poder Ejecutivo la discrecionalidad de decidir quiénes están obligados a hacer sus declaraciones 
juradas. Creo que hay que controlar al sector privado, pero hay normas para hacerlo. La declaración 
jurada de ingresos y del patrimonio es para quienes vivimos de sueldos del Estado. Ahora bien; hay 
muchos sectores de la actividad privada que manejan fondos públicos. Estamos llegando a un extremo 
en el que al final no va a haber lugar dónde guardar tantas declaraciones juradas. Ese es el problema, 
señor presidente. 


SEÑOR HEBER.- Coincido con algunas de las observaciones que ha hecho el senador Mieres y con 
otras no. Por otro lado, el senador Carrera me convenció con respecto al Ministerio del Interior. 
También tengo que decir que no me convencieron en relación con el artículo 11 bis. 


Tenemos que hacer un razonamiento global sobre este tema y preguntarnos para qué 
queremos declaraciones juradas. Las declaraciones juradas son para evitar el enriquecimiento ilícito. 
Sobre este asunto hemos considerado un proyecto de ley en el que penalizábamos no solamente al 
funcionario público sino también al empleado privado que corrompe. Ese concepto lo tenemos; lo 
incluimos, entonces, me parece que ya es suficiente. 


La declaración jurada del sector privado es diferente a la del sector público. La declaración 
jurada de los funcionarios públicos es para saber con cuánto patrimonio entraron a la función pública y 
así saber si se enriquecieron, o no. En caso de que se verifique una duplicación de patrimonio, por 
ejemplo, la Jutep investigará cómo puede haber sucedido eso con un sueldo que solo da para subsistir 
y la persona tendrá que explicar de qué forma lo hizo. 


¿Qué tiene que ver el sector privado en esto? No es un delito enriquecerse. Parecería que 
entramos en una especie de ojo de gran hermano. Me gustaría que se explicara esto para tratar de 
convencernos. ¿Por qué alguien que prestó un servicio al Sistema Nacional Integrado de Salud y le fue 


bien, tiene que cuantificarlo? Pero sí preocupa el que mejora su patrimonio a costa de cumplir una 
función pública; el que opta por desempeñar una función pública no puede tener enriquecimiento. 


No sé si me explico. La declaración jurada es válida en el sector público y no me sirve el 
argumento de que esto viene acordado de la Cámara de Representantes, porque puede ser un mal 
acuerdo. 


Se habla de las entidades del Sistema Nacional Integrado de Salud, hay un mundo de 
personas y de cooperativas de médicos que brindan servicios al sistema. ¿Vamos a pedir a los 
médicos que hagan una declaración jurada? ¿A santo de qué? 


Déjenme razonar y después me gustaría que me rebatieran. 


Dice: «...los concesionarios de obra pública o servicio público». ¿Cutcsa? ¿Salgado? ¿Su 
socio? ¿La cooperativa de Cutcsa? ¿Todos tendrán que hacer declaración jurada? 


SEÑOR CARRERA.- Hay que hablar con fundamento y con conceptos jurídicos. 


SEÑOR HEBER.- Disculpe, señor senador Carrera; no se altere. Se habla de servicios públicos, por lo 
tanto, si mañana Ancap hace un negocio con otra empresa, ¿le vamos a pedir a la empresa privada 
que también nos dé las declaraciones juradas? Quizás me puedan rebatir y decir que estoy 
equivocado; me gustaría que así fuera. 


Estamos hablando de organismos privados que manejan fondos públicos y administran 
bienes del Estado bajo cualquier título o modalidad. La verdad es que no me convence y me parece 
que precisábamos —no sé si es la intención porque no puedo juzgar, pero creo que lo mejor es 
enemigo de lo bueno— una declaración jurada para que los funcionarios públicos que entran a cumplir 
una función pública tengan que decir cuál es su patrimonio y para controlar que no sea notoriamente 
incrementado en función de la tarea pública que cumple. Eso es lo que me interesa. 


Por otro lado, cuando se habla de los ediles de las juntas departamentales y sus 
correspondientes suplentes, todos sabemos que el sistema de suplencia de ediles es automático y 
cada titular tiene hasta tres suplentes, ¿también se lo vamos a pedir a todos los suplentes? Lo 
pregunto porque a veces nunca llegan a ejercer. No tendría inconveniente en votar el proyecto, pero 
me parece que deberíamos acotarlo en ese sentido. 


Por otro lado, está bien que se haga una excepción con los funcionarios del Ministerio del 
Interior que tengan una función policial de bajo riesgo y las observaciones son, básicamente, al artículo 
2.”. No me convence y no lo voy a acompañar, aunque estoy abierto a escuchar argumentos que 
puedan sustentar este proyecto, que me parece que abarca un universo mucho mayor al que mencionó 
el senador Carrera. 


SEÑOR CARRERA.- El mundo está mucho más avanzado de lo que está Uruguay. 
SEÑOR HEBER.- No me interesa el mundo. 


SEÑOR CARRERA.- Pero a mí me interesa. El otro día el presidente de la Jutep dijo algo con lo que 
estoy totalmente de acuerdo. 


Creo que los cargos políticos de particular confianza no deben tener ningún secreto bancario 
ni tributario; creo que deberían tener los impuestos al día, los correspondientes certificados de la DGl y 
BPS, y no cometer defraudación tributaria. Eso es una garantía. Debemos tener claro que nuestro 
deber es cumplir con el principio de legalidad e imponer los tributos. 


Nuestra propuesta es avanzar con respecto a la prevención de futuras conductas. No 
estamos proponiendo nada de otro mundo. A nivel mundial, cuando se manejan fondos públicos se 
exige algún sistema de declaración jurada. Cabe aclarar que para los privados no estamos 
proponiendo el mismo sistema de declaración jurada que para los servidores públicos y los cargos 
políticos de particular confianza, que figuran en el artículo 11. 


Es muy difícil hablar cuando queremos entreverar las barajas en la jugada. Está claro que al 
referirnos a «entidades comprendidas en el sistema nacional integrado de salud», estamos hablando 
de cuarenta y dos entidades; si hablamos de «licenciatarios o concesionarios de obra pública o 
servicios públicos», se trata de concesionarios que construyen rutas, de algún tema relativo al peaje o 
de alguna PPP, que son ciento sesenta y ocho, y cuando hablamos de «organismos privados que 
manejan fondos públicos o administran bienes del Estado», debemos ir al concepto jurídico que podría 
ser algún fideicomiso o determinada situación de algún privado que maneje o administre fondos 
públicos. 


En ese sentido, creemos que la norma es muy clara. Nuestra posición con respecto a la 
prevención consiste en actualizar un sistema que ya existe en el mundo. 


En lo único en que estoy de acuerdo con el señor senador Heber es que, quizás, tendríamos 
que acotar el literal M) y que diga: Ediles titulares de las Juntas Departamentales y ediles titulares de 
las Juntas Locales Autónomas. Reitero que es lo único que comparto con el señor senador. 


Por otra parte, luego del literal U), como planteó el señor senador Mieres, podríamos 
incorporarlos para que estén comprendidos en los literales F), N) y P). 


(Dialogados). 


SEÑORA AYALA.- Voy a ser muy sintética y concreta, en virtud de que el señor senador Carrera ya 
hizo referencia a los literales M) y U). 


Independientemente de lo que se haya argumentado sobre el artículo 2.*, del artículo 11 bis, 
respecto a que no sean funcionarios públicos —nosotros sí lo somos, razón por la cual debemos 
presentar una declaración jurada—, a mi juicio, los tres literales de ese artículo determinan que si bien 
no son funcionarios públicos, manejan fondos públicos bastante más grandes que nuestros sueldos. 
Cualquiera de los tres comprendidos en estos tres literales manejan montos realmente muy grandes 
respecto al presupuesto público. Por lo tanto, deberían estar contemplados en las declaraciones 
juradas. Creo que no se trata de un número abierto; es muy acotado ya que estamos hablando de un 
poco más de cien en cada uno de ellos, además de los que refiere el literal C). 


Tengamos en cuenta que quienes estuvimos en el ámbito ejecutivo de la función pública 
sabemos que los comprendidos en esos tres literales manejan una gran amplitud de fondos públicos. 
Eso no quiere decir que se enriquezcan o que puedan estar fomentando la corrupción —afirmarlo, sería 
un atrevimiento de mi parte—, pero creo que no podemos decirles que no tienen por qué presentar sus 
declaraciones juradas. Creo que no deberían tener ningún problema. Yo sería partidaria de que todos 
presentáramos declaraciones juradas públicas abiertas para que todo el mundo las pueda ver. 


Comparto lo que está establecido en el proyecto hoy, la redacción de la propuesta que hizo el 
senador Vassallo, pero, de hecho, quien quiere seguir realizando contrataciones y manejando fondos 
públicos no debería tener ningún problema en hacer una declaración jurada de sus propiedades, 
capitales y pertenencias. 


SEÑOR MIERES.- Me hubiera gustado escuchar las referencias concretas del derecho comparado, 
saber en dónde se incorporan esas normas referidas a declaraciones juradas del sector privado. 
Aunque se diga que el mundo avanza en esa dirección, me hubiera gustado saberlo. Planteo esto por 
ignorancia. 


(Dialogados). 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑORA EGUILUZ.- Nosotros no tenemos elementos para votar hoy, de acuerdo a la discusión que se 
ha dado y a las modificaciones que se han propuesto, pero queremos dejar una constancia. 


Estuvimos leyendo la intervención de la Jutep y nos preocupan mucho las manifestaciones 
que hicieron sus miembros en cuanto a la incapacidad operativa que existiría para llevar adelante esta 
incorporación legislativa. Nos parecía importante dejar esta constancia en la versión taquigráfica, más 
allá de que hoy nos abocamos a establecer quiénes van a ser sujetos obligados —básicamente, eso es 


lo que se ha tratado- y a realizar algunas conceptualizaciones —que seguramente se puedan mejorar-, 
como, por ejemplo, qué se entiende por organismos que manejan fondos públicos y qué referencia 
legislativa se está haciendo con esa expresión, para que todos entendamos lo mismo. Quedó claro — 
por lo menos para mí— que no todos estábamos manejando los mismos conceptos. 


En resumen, quería hacer esas apreciaciones: nosotros no estamos en condiciones de darle 
un cierre a este proyecto por la discusión que se dio hoy en base a las incorporaciones y sostenemos 
nuestra preocupación por la operativa, según lo que manifestó la Jutep, que es quien tendría las 
mayores obligaciones con esta nueva ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería reconsiderar el artículo 1.2 y dar lectura y tratamiento a la 
propuesta que hemos venido trabajando. Asimismo, habría que reconsiderar y suprimir el artículo 2.*, 
porque los conceptos que este contiene están incorporados en la propuesta de artículo 1.” que vamos 
a considerar. Después continuaríamos con la consideración del artículo 3.*, que fue desglosado. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la reconsideración del artículo 1.*. 
(Se vota). 

8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 1.* sustitutivo. 
(Se lee). 


«Artículo 1. *.- Sustitúyese el artículo 11 de la Ley N 17060, de 23 de diciembre de 1998, el 
cual quedará redactado de la siguiente forma: 


También están comprendidos en la obligación del artículo precedente los funcionarios y 
ciudadanos que se enumeran: 


A) Subsecretarios de Estado, Secretario y Prosecretario de la Presidencia de la República, Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación, Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo, 
Director y Subdirector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, Director y Subdirector de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, Miembros de la Junta Asesora en Materia Económico Financiera del 
Estado y Miembros de las Comisiones de las Unidades Reguladoras. 


B) Ministros de los Tribunales de Apelaciones, Jueces, Secretarios Letrados de la Suprema Corte de 
Justicia, Secretarios de los Tribunales de Apelaciones. Actuarios y Alguaciles del Poder Judicial, 
Fiscales Adscriptos, Fiscales Letrados y Fiscales Adjuntos, Fiscal Adjunto, Secretario Letrado y 
Secretario General de la Fiscalía General de la Nación, Procurador Adjunto del Estado en lo 
Contencioso Administrativo y Secretario Nacional de la SENACLAFT». Acá, a sugerencia del señor 
senador Carrera, desglosaríamos. 


C) Titulares de los cargos con jerarquía de Dirección General o Nacional e Inspección General de los 
Ministerios. 


D) Director General de Rentas, Subdirector General, Directores de División, Encargados de 
Departamento, Encargados de la Auditoría Interna y Asesorías y todos los funcionarios que cumplan 
tareas inspectivas de la Dirección General Impositiva del Ministerio de Economía y Finanzas. 


E) Embajadores de la República, Ministros del Servicio Exterior y personal diplomático que se 
desempeñe como Cónsul o Encargado de Negocios, con destino en el extranjero, y miembros de las 
delegaciones uruguayas en comisiones u organismos binacionales o multinacionales. 


F) Presidentes, Directores, Directores Generales o miembros de los órganos directivos de las personas 
públicas no estatales, de empresas privadas pertenecientes mayoritariamente a organismos públicos y 
delegados estatales en las empresas de economía mixta. 


G) Miembros del Consejo Directivo del Servicio Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos y 
Director del Servicio Nacional de Televisión. 


H) Rector y Decanos de las Facultades de la Universidad de la República, miembros del Consejo 
Directivo Central y de los Consejos de Educación Primaria, de Educación Secundaria y de Educación 
Técnico - Profesional de la Administración Nacional de Educación Pública. 


1) Interventores de instituciones y organismos públicos o privados intervenidos por el Poder Ejecutivo, 
Entes Autónomos, Servicios Descentralizados o Gobiernos Departamentales. 


J) Secretarios y Prosecretarios de las Cámaras de Senadores y de Representantes y de la Comisión 
Administrativa del Poder Legislativo y Director de Protocolo y Relaciones Públicas de la Comisión 
Administrativa del Poder Legislativo. 


K) Directores, Directores Generales, Subgerentes Generales y Gerentes o funcionarios de rango 
equivalente cualquiera sea su denominación de los Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y 
personas públicas no estatales. 


L) General del Ejército, Almirante y General del Aire, Generales, Contralmirantes y Brigadieres 
Generales de las Fuerzas Armadas en actividad, Jefes, Subjefes, Inspectores, Comisarios y Directores 
de Policía. 


M) Ediles titulares de las Juntas Departamentales y Ediles titulares de las Juntas Locales Autónomas. 


N) Directores de Proyectos, Gerentes, Jefes de Compras y ordenadores de gastos y de pagos de los 
organismos públicos cualquiera sea la denominación de su cargo. 


O) Los funcionarios que ocupen cargos políticos o de particular confianza, declarados tales a nivel 
nacional o departamental (inciso cuarto del artículo 60 e inciso segundo del artículo 62 de la 
Constitución de la República). 


P) Los funcionarios que realicen funciones inspectivas y los que efectúan tasación o avalúo de bienes, 
en ambos casos con las excepciones que por razón de escasa entidad la reglamentación establezca. 


Q) La totalidad de los funcionarios de la Dirección Nacional de Aduanas y los que prestan servicios en 
dicha repartición. 


R) La totalidad de los funcionarios de la Dirección General de Casinos y de los Casinos 
departamentales. 


S) Los funcionarios del Ministerio del Interior, no incluidos en los incisos anteriores y con las 
excepciones que por bajo nivel de riesgo establezca la reglamentación. 


T) Alcaldes y Concejales municipales y sus correspondientes suplentes. 


U) Los candidatos a la Presidencia y Vicepresidencia de la República y a las Intendencias 
Departamentales proclamados por los organismos partidarios correspondientes. La declaración deberá 
ser presentada antes de los treinta días de efectuarse el acto electoral correspondiente». 


(Dialogado). 


«Las personas físicas que ejerzan funciones o presten servicios personales del tipo de los 
indicados en los literales F, N y P, en empresas privadas ya creadas o adquiridas por los organismos 
públicos y en las que se creen o adquieran en el futuro, así como en las creadas o adquiridas a su vez 
por las empresas privadas dependientes de aquellas y sus sucesivas, con sede en el territorio o fuera 
de él, cuando esas personas hayan sido designadas o propuestas por el Estado y este tenga 
participación en su capital». 


(Dialogados). 


SEÑOR MIERES.- Desde mi punto de vista, faltaría incorporar en el literal H a la Universidad 
Tecnológica del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1.", tal como fue leído 
por secretaría, exceptuando el literal S), que se desglosa. 


(Se vota). 

8 en 9. Afirmativa. 

En consideración el literal S). 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—6 en 9. Afirmativa. 

Se va a votar si se reconsidera el artículo 2.*. 
(Se vota). 

—9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración la supresión del artículo 2.2. Fundamentamos esto en la propuesta de 
modificación del artículo 1.*. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
8 en 9. Afirmativa. 
Léase el nuevo artículo 2.*. 
(Se lee). 


«Artículo 2.- Agréguese a la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998 y sus modificativas, 
el siguiente artículo 11 bis: 


Están comprendidos en la obligación del artículo precedente los integrantes de órganos 
directivos y directores o gerentes, a cualquier título o bajo cualquier denominación, de: 


A) Entidades comprendidas en el Sistema Nacional Integrado de Salud referidas en el artículo 265 de 
la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005. 


B) Licenciatarios o concesionarios de obra pública o servicios públicos con contratos cuyos montos 
sean superiores en dos veces al monto requerido para la Licitación Pública. 


C) Organismos privados que manejan fondos públicos o administran bienes del Estado, bajo cualquier 
título o modalidad; la reglamentación determinará, para el caso de este literal, a partir de qué monto, 
valuación o porcentaje de ingresos públicos sobre el total de ingresos, deberá presentarse la 
declaración». 


—En consideración. 


(Dialogados). 


—Dejamos en suspenso la votación del artículo 3. y pasamos al artículo 4.*, que es el artículo 
12. 


Léase el artículo 4.*. 
(Se lee). 
«ARTÍCULO 12 (Del contenido de la declaración jurada). 


La declaración jurada contendrá dos partes. Una primera parte detallada y reservada, y una 
segunda parte, denominada síntesis y abierta. 


12.1. La primera parte reservada contendrá los siguientes datos: 


A) una relación precisa y circunstanciada de los bienes muebles e inmuebles propios del 
declarante, de su cónyuge o concubino, de la sociedad conyugal o de la sociedad concubinaria de 
bienes que integre y de las personas sometidas a su patria potestad, tutela o curatela. 


Se especificará el título de la última procedencia dominial de cada uno de los bienes, monto y 
lugar de depósitos de dinero y otros valores, en el país o en el exterior. 


B) la nómina de empresas, sociedades nacionales o extranjeras con o sin personería jurídica, 
a las que está vinculado el obligado, su cónyuge o concubino, a través de participación en su 
propiedad (total o parcial) o administración, tenga poder general o integre órganos directivos o 
asesores, aunque sea en carácter honorario. Deberá adjuntarse copia del último balance e indicar la 
participación social en las mismas. 


C) las sociedades en que el obligado, su cónyuge o concubino perciba salario, intereses u 
honorarios. 


D) la relación de ingresos, rentas, sueldos y beneficios que perciba por cualquier concepto el 
obligado, su cónyuge o concubino y las personas sometidas a su patria potestad, tutela o curatela. 


E) declaración jurada de implicancias prevista en el artículo 29 del Decreto N* 30/003, de 23 
de enero de 2003 y la declaración prevista en el Decreto N* 380/018, de 12 de noviembre de 2018, 
reglamentaria del artículo 9% de la Ley N* 19.574, de 20 de diciembre de 2017, cuando corresponda. 


12.2. La segunda parte, abierta a la JUTEP, será una síntesis de la anterior y contendrá los 
datos identificatorios del funcionario, un resumen del promedio mensual de sus ingresos de los últimos 
doce meses, de los totales de su activo y pasivo patrimonial, incluyendo su cuota parte en la sociedad 
conyugal o concubinaria de bienes en su caso y la nómina de empresas a las que esté vinculado a 
través de participación en su propiedad (total o parcial) o administración, perciba salario, intereses, 
honorarios, tenga poder general o integre órganos directivos o asesores, aunque sea en carácter 
honorario. 


La información de ese formulario abierto estará disponible para los controles de evaluación y 
evolución que la JUTEP podrá realizar. 


A todos los efectos previstos en la presente ley, se entiende por concubina a las personas 
comprendidas en los artículos 1% y 2? de la Ley N* 18.246, de 27 de diciembre de 2007, y por sociedad 
concubinaria de bienes a aquellas comprendidas en dicho artículo». 


—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 


—7 en 8. Afirmativa. 

En consideración el artículo que pasa a ser 3.*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

5 en 8. Afirmativa. 

En consideración el artículo 12 bis. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—0 en 8. Negativa. 

Léase el artículo 13 de la propuesta. 
(Se lee). 


«Artículo 13.- (De la publicidad de las declaraciones).- Las declaraciones del Presidente, 
Vicepresidente de la República, Senadores, Representantes Nacionales, Ministros de Estado, 
Subsecretarios, Directores Generales de Secretaría, Ministros de la Suprema Corte de Justicia, de la 
Corte Electoral, del Tribunal de Cuentas y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Directores de 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, Intendentes Departamentales, Secretarios Generales 
de las Intendencias Departamentales y Alcaldes, serán recibidas por la Junta de Transparencia y Ética 
Pública (JUTEP), en sus correspondientes sobres o a través de medios electrónicos. Posteriormente se 
procederá a su apertura, publicando todas las declaraciones en el sitio web de la JUTEP. 


En estas publicaciones se omitirán por razones de seguridad los datos identificatorios de los 
bienes, derechos y obligaciones incluidos en los mismos, los que se determinarán específicamente en 
la reglamentación respectiva. 


Las publicaciones se realizarán de acuerdo a lo establecido en la Ley N* 19.179, de 27 de 
diciembre de 2013 y en el artículo 82 de la Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015». 


—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica). 
Se levanta la sesión. 


(Son las 16:05). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


